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			Capítulo I

			Presentación de la obra y de su segunda edición

			1. La perspectiva del conflicto: la frase de TOLSTOI al comienzo de ANA KARENINA, de que todas las familias felices se parecen, pero cada familia infeliz lo es a su manera, también reverbera en el ámbito societario, y muy especialmente con ocasión de la disolución/liquidación. En sociedades con pocos socios y bien avenidos, todas las liquidaciones son parecidas, y se asemejan, precisamente, porque en rigor no hay liquidación. Una misma JG, supuestamente reunida como universal aprueba en unidad de acto y por unanimidad todo el pack: disolución, nombramiento del OL, aprobación del balance final y del proyecto de división del remanente, eso si antes no se lo han repartido ya los socios por otros medios. Las operaciones de liquidación en realidad se han llevado a cabo por el OA, y el OL “nominal” o “aparente” se limita a firmar la escritura de extinción, obtener la cancelación en el RM, liquidar el IS y conservar la documentación social, si existe. Todavía peor cuando ni siquiera se guardan las formas y el OA opta por el “persianazo” y desaparecer, dejando deudas sin pagar. 

			El anterior es el tipo empírico de liquidación societaria, y es una situación claramente aceptada, incluso por nuestro TS (el supuesto de hecho del ATS de 13/12/2011 rec. 612/2011), pues, si todos los socios están de acuerdo, qué más da1. Ante la objeción de que los acreedores pueden ser víctimas colaterales de tanta flexibilidad, se contesta que disponen de otros mecanismos de defensa y que, en última instancia, tampoco podrían reaccionar en modo preventivo contra un balance final, que no pueden impugnar, y que —además— sólo conocerán cuando ya sea demasiado tarde, con la sociedad cancelada en el RM2. 

			Ahora bien, cuando los socios se llevan mal, la liquidación se convierte en un campo de AGRAMANTE donde realmente vale todo, y cualquier cosa puede ser utilizada como arma. El problema es que —en ocasiones— las armas se cogen de la panoplia en forma desordenada y unas veces se quieren matar las moscas a cañonazos, y otras sólo con improperios. 

			2. La disolución como solución final y definitiva: estructuralmente el Derecho de Sociedades es un sistema articulado donde se entrecruzan normas que habilitan la intromisión de la mayoría en el ámbito de la minoría, con otras que proporcionan a ésta mecanismos de reacción y de defensa. La cuestión es elegir en cada caso el mecanismo apropiado, ya sea para la intrusión en la esfera ajena, ya sea para contrarrestarla. Una elección desacertada puede tener consecuencias nefastas y hacer evidente el yerro, no tanto por el fondo del asunto, como por la vía escogida. Una estrategia ambiciosa demanda un despliegue táctico cuidadoso y ese despliegue exige conocer bien el terreno hollado. 

			Desde esta premisa, es obvio que el mejor arreglo a todo conflicto pasa siempre por la salida del discrepante. Cuando la salida es individual, la liquidación de su cuota tiene un carácter —llamémoslo— “virtual”, pues no incide sobre la actividad social cuando el disidente simplemente transmite su participación a otro, o impacta, pero con alcance limitado a su cuota en los casos de separación/exclusión. Y es virtual porque los activos sociales se valoran, pero no se venden, pues la sociedad sigue con su objeto, aunque su valor global quede disminuido. En ausencia de algo tangible como un “precio”, en su caso el “mayor” que alguien esté dispuesto a pagar, el “valor” cada uno lo calcula a su manera y en su beneficio. No es infrecuente, por la vía del pacto para-social, y en ocasiones en los mismos estatutos, que socios preocupados por la continuidad de la empresa quieran evitar el escenario trágico de la disolución mediante mecanismos de salida ordenada de un socio, o de división útil de sus diferentes unidades productivas. El escollo acaba siendo siempre la valoración, y ahí tenemos el interesante ejemplo de la SAP de Barcelona [15] de 20/06/2019 rec. 36/2019, donde cada socio debía designar un auditor y la valoración final ser la media de las dos presentadas, siempre que la diferencia no fuera superior al 25 %. El problema surgió porque la diferencia siempre era superior al 25 %, haciendo inaplicable el pacto, e improcedente la intervención de un tercer auditor nombrado por el RM (v. IV/28/x).

			Frente al carácter restringido de la liquidación virtual, la disolución de la sociedad se nos presenta como una salida de “todos” los socios, el conflicto deja de serlo, simplemente porque ya no hay asociados, la sociedad se extingue como sujeto de derecho y como punto de encuentro —o desencuentro— de mayoría/minoría. En este caso la realización de la cuota del socio tiene carácter “material”, por la vía —como regla— de una monetización de todos los activos mediante su enajenación, por su conversión en “precio” para pagar las deudas, repartiendo el sobrante3. 

			Como la vinculación del socio en una sociedad de capital no puede ser eterna, esta posibilidad de provocar una liquidación material por extinción de la sociedad es un derecho del partícipe, pero nunca por libérrima decisión individual. Es un estadio accesible, pero en ciertas condiciones, y al establecer estas condiciones la ley/estatutos perfila ya distintas posiciones de poder/contrapoder. 

			Unas veces la disolución tendrá lugar de modo automático, sólo porque concurre un determinado supuesto de hecho, como acontece en la disolución de pleno derecho. Como veremos después, en estos casos la reactivación no es posible, o sólo mediante una renovación del consentimiento contractual que presupone la unanimidad. Un derecho de veto que impide a los mayoritarios liberarse del socio díscolo mediante una liquidación virtual.

			Otras veces la disolución tiene lugar porque así lo decide voluntariamente una mayoría reforzada de socios, y otras por la existencia de una causa legal/estatutaria de disolución, que no provoca por su sola presencia la ignición de la liquidación, pero sí que obliga a los socios a tomar una decisión al respecto, la cual podrá ser propiamente de disolución, o de remoción de aquella causa, si bien ésta sólo es posible hasta la apertura de la liquidación, después debe ser reactivada. Si la sociedad nada hace, se abre la posibilidad de una disolución judicial a instancia de cualquier socio, y hasta de terceros con interés legítimo. Cierto que la mayoría sigue teniendo la opción de reactivar la sociedad, pero pagando un precio al disidente en forma de un derecho de separación, es decir, cambiando la liquidación material por otra virtual, pero sin veto. 

			3. La continuidad “mitigada” del contrato de sociedad: en la primera edición de esta obra quise poner de manifiesto cómo el acceso a este escenario terminal por quiebra de la affectio societatis, llevaba a que el elemento contractual se sobrepusiera con claridad al institucional, pues, siempre que la sociedad fuera solvente, prevalece la salida “privada” del conflicto, aunque signifique el fin de la sociedad, y por ello de la empresa. Pero insisto en la solvencia. Lo contrario nos llevaría a un ámbito completamente distinto de pérdida gradual y sostenida de soberanía por parte de los contratantes, de los socios, tanto en el concurso de acreedores, como muy especialmente en el preconcurso4.

			Quiso el azar que, poco tiempo después de su publicación, tuviera lugar una importante contribución doctrinal al estudio de esta materia que, aparentemente, invierte los términos, al sostener que con la disolución termina el contrato de sociedad y con ello decaen los vínculos obligatorios entre los socios, quedando pendiente tan sólo la liquidación y el reparto del patrimonio social, para extinguir definitivamente la persona jurídica5. Desde esta perspectiva la posición de los socios se vería profundamente afectada, hasta el punto de decaer, por ejemplo, los posibles privilegios políticos que en una SRL tuvieran reconocidos algunos socios, ya que están referidos a la gestión de una empresa social que ha terminado, o de imponerse la libre transmisibilidad de las acciones/participaciones, pues sólo se cedería un derecho a cobrar la futura cuota de liquidación, entre otras consecuencias que iremos examinando a lo largo de la obra.

			No sé si debemos llegar tan lejos, pues la JG sigue tomando acuerdos, y en ese sentido, ni se debe igualar a todos los socios a la hora del voto, ni ha de resultar indiferente a los demás la identidad del cesionario, pero sí que se ha producido un cambio en el modo en que estaban vinculados, que ya no guarda relación con el desarrollo de la actividad social, o mejor, con la preservación de esa actividad, según encarna en el “interés social” (de la empresa, art. 225.1 LSC), y de este cambio derivan importantes consecuencias, también en relación con el ejercicio de los derechos de socio. Era al decaimiento de ese interés institucionalizado en forma de una empresa que, figurada y limitadamente, trasciende a sus dueños, a lo que me refería con aquella distinción, pues pasa a primer plano un interés contractual puro apenas circunscrito al personal de cada socio, por ceñido al mejor reparto posible del remanente. Como ese reparto puede ser complejo, los órganos sociales siguen existiendo, y lógicamente con arreglo a sus reglas propias. En eso el contrato sigue vigente.

			Esta prevalencia del elemento contractual sobre el institucional conduce a lo que me atrevería a calificar de una crisis, o minusvaloración de la noción típica de “interés social”. Tanto al entrar en la disolución, como al salir de ella con la liquidación, el fin de la affectio societatis se traduce en una dilución del interés social entendido como interés común dirigido a la maximización, en forma sostenida, del valor económico de la empresa. En gran medida deja de ser válido como parámetro de enjuiciamiento. Sólo interesa el valor en liquidación de esa empresa.

			Así es para entrar en la disolución y dos ejemplos extremos me ayudarán a explicarlo mejor. El primero es de claro despotismo de la mayoría ¿puede la JG acordar la disolución, aunque la situación de la sociedad sea próspera y falten razones para dudar de sus favorables perspectivas de futuro? ¿también cuando encubra el intento de los socios mayoritarios de apropiarse del proyecto social, de su reputación o de oportunidades de negocio surgidas para —o promovidas por— la sociedad, y a costa de la misma? Indudablemente, sí, pues no existe un interés de la sociedad en seguir existiendo, desvinculado de la voluntad mayoritaria de los contratantes. Podrán ser contrarias a los intereses comunes algunas actuaciones de los socios realizadas antes o después del acuerdo, frente a las cuales los socios que se consideren perjudicados podrán ejercitar las oportunas acciones, pero no es contrario al interés social el acuerdo mayoritario de disolver la sociedad. 

			Pero, a la inversa, si concurre causa legal/estatutaria, un socio oportunista puede forzar la disolución, aunque haya provocado con su propia conducta aquella causa, o escoja un momento especialmente inoportuno para forzar la liquidación de los activos. Por irracional u obcecado que pueda parecer su comportamiento, y aunque haya sospechas de clara deslealtad, al buscar con la disolución alguna ventaja fuera de la sociedad, lo único que cuenta es que concurre una causa de disolución. Cualquier cuestión distinta habrá de dilucidarse en otro tipo de procedimiento, pero no enerva la disolución6. 

			Es en ese sentido que contrapongo la visión “contractual” a la visión “institucional”, contraposición que también modula el ejercicio de los derechos sociales durante la liquidación, o para llevarla a cabo. Por eso, en ocasiones pueden llegar a confluir ambas posturas, sin necesidad de llegar tan lejos como la ablación de ciertos derechos sociales, siendo un buen ejemplo de ello la SAP [15] de 14/02/2025 rec. 306/2023, donde un socio, no mayoritario (27 % del capital), sí que disfrutaba de un voto privilegiado que le concedía más del 60 % de los votos totales. Por la situación de conflicto de este socio con los otros tres se acudió a un árbitro que acordó la disolución y la designación de un liquidador externo. El tema del arbitraje acaba en el TC, pues el laudo se anuló por el TSJ a instancia del socio, y la sentencia de aquél por la STC 15/02/2021 rec. 3956/2018, pero poco antes de la sentencia del TC el socio en cuestión acuerda en JG una reforma de los estatutos que obligaba al liquidador a presentar, para su previa aprobación por la JG —es decir, por él, al tener la mayoría—, un plan de liquidación, con reglas específicas para la venta en bloque de las participaciones en otras sociedades. La AP no le niega el privilegio de voto, pero sí reconoce que su ejercicio resulta abusivo, pues pretendía teledirigir la actuación de un liquidador independiente, que se ha tenido que designar por el árbitro, precisamente por el conflicto entre los socios7.

			4. Un doble cambio de paradigma: ese progresivo desvanecimiento de la sociedad como institución, y más específicamente como entidad hasta cierto punto autónoma en la valoración de su interés, aún se hace más evidente una vez se ha entrado en el estadio de la liquidación, con la sociedad disuelta. En ese momento se produce un doble cambio de paradigma. 

			En el plano interno todas las actividades están orientadas al fin de la liquidación, pues ya no hay propiamente un objeto social que se deba desarrollar. Aunque el OL esté sujeto al sistema propio del OA, y con ello a todo su catálogo de deberes de conducta y acciones de responsabilidad, tiene poco margen para la gestión empresarial en sentido estricto, pues se trata de poner fin a las actividades sociales de la manera más rápida y ordenada posible, sin más guía que la obtención de un remanente monetario para su reparto entre los socios, en estricta aplicación de las reglas legales/estatutarias. 

			Sigue siendo aplicable la regla de protección de la discrecionalidad empresarial (art. 226.1 LSC)8, pero el ámbito de las decisones estratégicas y de negocio es mucho menor, con tendencia decreciente acelerada hasta llegar a su completa extinción. El deber de diligencia como modelo de conducta experimenta así un cambio importante para adaptarse a las nuevas circunstancias de una actividad languideciente. Por decirlo de manera gráfica, a ese deber de diligencia se sobrepone ahora el mero cumplimiento de unos deberes dispuestos, más que en interés de la sociedad como tal, en interés de los acreedores y en el interés personal de los socios, volcado en conseguir el mayor remanente posible y repartirlo según aquellas reglas.

			Pero este cambio de paradigma interno corre en paralelo a otro cambio en el paradigma externo, casi de mayor relevancia, porque decae la habitual restricción de las instancias públicas a intervenir en los asuntos propios de la sociedad. Recordemos que, tanto en la vía contenciosa, donde el control judicial de las decisiones societarias se limita al examen de la regularidad de los acuerdos adoptados, pero no a la conveniencia de la adopción de otro, como en la JV, acotada a supuestos muy concretos de incumplimiento de obligaciones legales, la regla es la autonomía de la sociedad y de sus órganos, sin intervenciones externas. Pero esto no vale cuando la mayoría se resiste, o no puede dar el paso —obligado— de la disolución, o cuando, una vez dado, el desarrollo del proceso de liquidación se ve dificultado o imposibilitado de concluir por los enfrentamientos entre los mismos interesados. En estos casos se hace necesaria una intervención externa que desbloquee la situación, injerencia que realmente suplanta la voluntad mayoritaria de los socios, en términos que resultan impensables cuando estamos en presencia de una sociedad activa. 

			A pesar de ello, no creo que en estos casos se deba hablar —siempre— de un interés público en la extinción de la sociedad, ni siquiera cuando la disolución se inste por un tercero. Sigue siendo un asunto de los socios unidos —precariamente— por un contrato en fase de resolución. Sólo que, ante un posible bloqueo orgánico, la intervención pública pone los medios para la realización de aquel fin privado. Por eso debe quedar ceñida a los específicos supuestos de hecho para los que ha sido prevista, y sólo muy excepcionalmente admitir su aplicación en otros distintos. 

			5. Ámbito societario: el ámbito en el que me voy a mover es el de la SA y la SRL, con alguna mención a la SCoA. No entro en las sociedades personalistas. Dentro de aquéllas, además, tampoco abordo la problemática de la sociedad en formación y de la sociedad irregular. Es decir, me interesan las sociedades inscritas en el RM. Respecto de la sociedad en formación, porque propiamente no tiene un régimen propio, pues la disolución antes de la inscripción equivaldría a la verificación de la voluntad de no inscribir y, con ello, de su conversión en sociedad irregular (art. 39.1 LSC).

			En cuanto a la sociedad irregular, la auténtica especialidad es que, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 40.1 LSC, cualquier socio podrá instar la disolución de la sociedad. Se trata de una facultad de denuncia por causa legal, distinta de la general que tiene el socio de la SC o de la SCi en las sociedades de duración indeterminada y que también resulta aplicable por razón de la subsunción completa en la normativa de aquéllas (art. 39.1 LSC). En cualquier caso, aunque goce de causalización ex lege, no podemos prescindir de la exigencia de buena fe referida a su ejercicio, pues aquella debe presidir siempre el ejercicio de cualquier derecho o facultad, aunque sí deberá valorarse de forma distinta su tempestividad9. 

			La disolución es claramente de una sociedad que ya se ha convertido en irregular, motivo por el cual el régimen de responsabilidad de (todos) los socios será el de la SCi o de la SC. No es necesario que el socio instante sea “ajeno” a la situación de irregularidad. Recordemos que todos los socios fundadores tienen las facultades necesarias para la presentación de la escritura de constitución en el RM, así como para solicitar o practicar la liquidación y hacer el pago de los impuestos y gastos correspondientes (art. 31 LSC). La mera “pasividad” no es argumento bastante para construir la buena fe de un socio y dejarlo así al margen de las consecuencias de la irregularidad (SAP de Pontevedra [1] de 17/01/2008 rec. 883/2007). En conexión con lo anterior, es claro que la denuncia persigue poner fin a la situación de irregularidad mediante la disolución total de la sociedad. No tiene sentido configurarla como una causa de separación del socio “inocente”, pues no hay tal, y, además, en última instancia, no sólo se trata de conseguir la desvinculación de todos los socios, también un objetivo “higienizante” del tráfico. 

			En cuanto a la forma de llevar a cabo la liquidación, se habrían de aplicar las normas propias de la SC o de la SCi, aunque con la precisión de que muy probablemente se tratará de sociedades dotadas de una estructura corporativa, en cuyo caso podrá atenderse al régimen pactado en los estatutos, incluso, supletoriamente, en orden a la integración de aquél, al propio de la SA/SRL, salvo en lo relativo a la responsabilidad de los socios10. Con más exactitud que su antecedente, el texto refundido de la LSC deja claro que el socio recibirá la cuota correspondiente, previa liquidación del patrimonio social, y que aquella se satisfará, siempre que sea posible, con la restitución de sus aportaciones (art. 40 LSC).

			6. Situaciones excluidas: quedan fuera de la obra aquellas MMEE en las que una de las sociedades participantes transmite todo su patrimonio por sucesión universal a otra u otras, y se extingue sin que tenga lugar su liquidación. Por eso en la actual LSC ya no se incluye a la fusión/escisión total entre las causas de disolución (cfr. art. 260.6º LSA), ni se les exime expresamente de la necesidad de liquidar (cfr. art. 266 LSA). Todo ello sin perjuicio de que la cesión global de activo y pasivo pueda servir a la liquidación y extinción de la sociedad cedente si la contraprestación fuese recibida total y directamente por los socios. Por eso la contraprestación que reciba cada socio deberá respetar las normas aplicables a la cuota de liquidación (art. 72.2 RDL).

			Tampoco entraré en el tratamiento de la sociedad declarada nula, aunque esa declaración tiene un efecto equivalente al de la disolución al abrir la liquidación de la sociedad, según el procedimiento legalmente previsto para los casos de disolución (art. 57.1 LSC). Responde a una finalidad distinta, aunque el procedimiento sea el mismo, por eso no es posible la reactivación (v. XI/1/iv).

			7. Sobre la segunda edición: la primera edición de esta obra no fue un estudio completo de la disolución/liquidación de sociedades, su propósito era más modesto. Sobre la base del doble cambio de paradigma antes reseñado, y de esa reconfiguración de un “interés social” disminuido, el libro se centró en los problemas de la disolución/liquidación, pero desde la perspectiva singular del conflicto entre socios. No prestaba por ello demasiada atención a cuestiones que son más relevantes desde la óptica del tercero, como las atinentes a la responsabilidad por deudas del OA, y otras. Tampoco a cuestiones de procedimiento, especialmente por la liquidación y las formalidades extintivas. Interesaba la colisión mayoría/minoría, tanto para entrar en la disolución, como para llevar a cabo y concluir la liquidación. Además, al tratarse de un conflicto interno, se prestaba especial atención a las cuestiones de índole registral, en particular para resolver hasta qué punto el reflejo de una situación concreta en el RM, o su ausencia, podía incidir en la forma de enfrentar una disputa que sólo se plantea entre socios.

			En esta segunda edición, además de la necesaria revisión y actualización del contenido a la vista de la evolución legal y jurisprudencial de estos años pasados, muy especialmente en el ámbito del concurso de acreedores, también se ha ensanchado el enfoque para incluir otras cuestiones que en la edición anterior no se trataron, o lo fueron de forma somera, por no estar relacionas propiamente con ese tipo de enfrentamiento. En ese sentido se trata de una obra ampliada, aunque no haya cambiado el título, pero sí el subtítulo por la inclusión de una referencia expresa a la perspectiva notarial. Por su propia naturaleza el enfoque notarial quedaba algo alejado de la patología societaria que entonces interesaba, así que muchas cuestiones de orden puramente documental no se examinaron en la primera edición. Al haber ampliado el foco en esta segunda, esos otros temas ahora sí son objeto de examen. 

			En particular, son tres las cuestiones que desde el punto de vista notarial me interesa destacar. La primera es la más obvia, por cuanto la sociedad en liquidación mantiene su personalidad jurídica y, consiguientemente, sus órganos, especialmente el representativo, de modo que la relación del notario con ella no habría de ser muy distinta a la que tiene con una sociedad activa, pero presenta indudables características singulares, por no ser del todo equivalentes el estatuto del OA y el del OL. La segunda ya es de orden puramente operativo, por las actuaciones que durante todo este proceso pueden requerir del instrumento público notarial. Se trataría de repasar las que resultan más características, por ser consustanciales al procedimiento, junto con otras también posibles según el devenir de la liquidación, y destacar aquellas que, en cambio, se reputan inadmisibles. Por último, desde el punto de vista de la autonomía de la voluntad interesa concretar algunas de las muchas opciones de pacto que cabe llevar a los estatutos sociales en relación con esta materia. 

			Por todo ello, ahora sí se puede considerar que el presente es un estudio completo de la disolución/liquidación, en todos sus ámbitos, no sólo del conflicto entre socios. 

			Para llevar a cabo el estudio, más que atender al debate doctrinal en esos temas, la inspiración se ha buscado en un amplio repaso de resoluciones judiciales y de la DGSJFP dictadas en los últimos años. En relación con el tema del conflicto de socios el objetivo ha sido identificar y separar los casos en función de la pretensión ejercitada, o que hubiera debido ejercitarse, pues, aunque de todo se puede discutir, debe hacerse dónde y cómo corresponda en cada caso, y para eso hay que ordenar los supuestos según criterios claros de clasificación. En paralelo, se examinan esas otras cuestiones propias de la disolución/liquidación, según se dejan ver en la práctica de juzgados, registros y notarías.

			Notas:

			

			
				
						1.	Tanto es así, que la reforma del art. 40.1 LGT, al añadir a la responsabilidad de los socios por el límite de la cuota de liquidación las demás percepciones patrimoniales recibidas en los dos años anteriores a la fecha de disolución que minoren el patrimonio social que debiera responder de las obligaciones tributarias, se justificó por la EM de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de la siguiente manera: “la actuación en fraude de la Hacienda Pública consistente en repartir el patrimonio existente, una vez nacida la deuda, a los socios a través de operaciones de preliquidación, para dejar paso a una liquidación formal con una cuota insignificante, cuando no inexistente, hace aconsejable incrementar a estos efectos el valor de la cuota de liquidación del socio sucesor en la deuda tributaria que opera como límite de su responsabilidad”. 


						2.	La situación era algo distinta en el pasado para la SA, ya que el balance tenía que ser objeto de publicación en el BORME y en uno de los periódicos de mayor circulación en el lugar del domicilio social según el art. 275.1 LSA, exigencia que se elimina con la LSC.


						3.	Ya lo ponía de manifiesto la Res. de 18/01/1958, a propósito de una disolución por transcurso del plazo: “el socio que descansa en el mismo tiene un derecho actual a su cuota en el reparto del haber social, no a un simple reintegro de sus acciones o parte de capital, como comportaría su separación”.


						4.	Sobre el tema, CABANAS, “La caída de las murallas chinas (la irrupción del derecho concursal en el societario”, Anales de la Academia Matritense del Notariado, LXIII/2024, pp. 399-498.


						5.	ALFARO, “La disolución como terminación del contrato de sociedad: teoría y algunas consecuencias prácticas”, Revista de Derecho de Sociedades, 61/2021, pp. 91-133, destacando cómo la disolución supone la terminación del contrato social y, por tanto, de los vínculos obligatorios entre los socios, a la que sigue la necesidad de liquidar el patrimonio social para evitar perjuicios a terceros, es decir, a los acreedores sociales, pues los bienes que pertenecen a dicho patrimonio no pueden ser restituidos a sus titulares, sino cuando aquellos han sido pagados; por eso, la subsistencia de la personalidad jurídica es una exigencia de esa protección (p. 101); para el autor, la existencia de un acto formal y público que señale ese momento permite a los acreedores conocer que se va a proceder a la liquidación y, en consecuencia, ejercer los derechos que la ley les atribuye (p. 116). En parecido sentido la Res. de 28/09/2021.


						6.	En general, expone muy bien esta relación mayoría/minoría en torno a la noción de interés social, con el horizonte de una posible disolución, y lo que esta significa en términos de liquidación material, CARRASCO, Tratado del abuso de derecho y del fraude de Ley, Civitas, 2016, p. 683: “lo que se expresa en tales casos bajo la fórmula <<interés social>> es que en tanto en cuanto no exista unanimidad entre los socios, y la mayoría no haya disuelto debidamente la sociedad, ésta resume el interés de los socios de minoría en la ordenada continuidad y expectativa económica, que no puede ser alterada ni dañada de otra manera por la mayoría. Cobijada en la cláusula de interés social, es la minoría la que tiene derecho a proponer a la mayoría una opción: o acabáis con la sociedad conforme a derecho (y me dais lo que a mi me toca) o dejáis que ésta siga funcionando con un desempeño en el que también tengan cabida los intereses nuestros como partícipes de una empresa gananciosa”. A esta reflexión sólo añado que la minoría también puede provocar esa disolución cuando exista causa legal/estatutaria, en cuyo caso remover la causa disolvente también tiene un precio para la mayoría.


						7.	La SAP es de una extraordinaria claridad, en términos que conviene transcribir: “en la situación en que debe desplegar efecto aquella previsión nueva en los estatutos … el interés social como tal habrá desaparecido en sus efectos institucionales ... No existe, por tanto, durante esa fase desarrollo alguno del objeto social, ni persecución de ninguno de los fines de la sociedad, ni los contractualmente comprendidos en su constitución ni los institucionalmente aparecidos durante el desarrollo de la empresa que le daba objeto. Ello conduce a la supresión en dicha fase del interés social que hubiera podido ser identificado en la concreta sociedad de que se trate durante el tiempo que estuvo constante en el tráfico. Pero la circunstancia de que … no sea predicable ya la presencia de un interés social que tutelar conforme al art. 204.1 LSC, no implica que durante la fase de liquidación no exista, al menos, un interés común de los aun socios de la sociedad en liquidación, dentro del contrato de sociedad por el que se obligaron. Tal interés común, ya puramente contractual, atenderá a que se logre el máximo valor en la realización del patrimonio social, con los menores costes de enajenación posibles y la mayor obtención de precio; a la terminación de las relaciones jurídicas de la sociedad de la manera más ventajosa para el haber social; y al control de esas actuaciones. En ese escenario, no se conceden las prorrogativas que implica el principio mayoritario en la toma de decisiones dentro de las sociedades de capital, para que el socio o socios de control tutelen su propio interés implicado en aquel contrato de sociedad, sino el aún existente interés común durante el procedimiento de liquidación. Fuera de ello, el ejercicio de aquella mayoría resulta abusivo. Y ello se contemple ya por vía del art. 204.1 LSC, al resultar ajeno al interés social el contenido de los acuerdos impugnados, ya se aplique la previsión general del art. 7.2 CC por entender que no existe ya, propiamente, interés social ... se estaría en presencia de una actuación abusiva en el plano puramente contractual entre los socios … con el mismo resultado sobre la invalidez del acuerdo ... Ello, además, se produce con una restricción de los derechos y expectativas de las demás socias, quienes podían esperar, de no haberse introducido aquella modificación en los estatutos, una liquidación regida bajo el libre criterio de liquidadores independientes y sometido exclusivamente a las previsiones del TRLSC, para resguardar dicha liquidación justamente del origen de todo el conflicto social que ha conducido a la disolución de una compañía rentable. No se otorga legalmente la fuerza decisora de la mayoría para distraer la tutela del interés común, con o sin acierto, de los socios durante la liquidación de la sociedad y llevara a la esfera del interés propio del socio de control. En ello consiste precisamente el abuso de mayoría”. 


						8.	De otra opinión ALFARO, cit., p. 113.


						9.	Cuestión distinta es que falte el fundamento normativo de la denuncia y el resto de los socios se oponga por existir una voluntad “constatable” de inscribir la sociedad (a pesar de no haberse presentado la escritura en el plazo de dos meses, o de haber caducado el asiento de presentación) y no hubiera transcurrido aún el plazo de un año. Piénsese, por ejemplo, en fallos de la gestión encomendada a un tercero, o que estuviera en trámite la subsanación de los defectos alegados por el RM en su nota, o en estudio la interposición de un recurso contra la calificación. En tal caso, lógicamente, no debería prosperar.


						10.	El AJM de Barcelona [9] de 08/04/2022 proced. 134/2022 declara la disolución de una SRL no inscrita por paralización de los órganos sociales y aplica las normas de la LSC en cuanto al nombramiento del OL.


				

			

		

	
		
			Capítulo II

			Disolución de pleno derecho 

			I.	Algunas cuestiones generales previas

			1. La disolución como hito que pone en marcha un proceso finalista: aunque normalmente se habla en comandita de disolución/liquidación, con la apariencia de ser un procedimiento único y continuo de despliegue sucesivo, realmente, si queremos hablar de procedimiento, el que ahora resulta en verdad relevante es el de liquidación, integrado por una sucesión pautada y articulada de trámites consecutivos para alcanzar un determinado resultado. Además, para su conclusión todavía precisa de una serie de diligencias documentales y registrales destinadas a dejar constancia formal de su finalización, en lo que ya cumple como la definitiva extinción de la persona jurídica. En este esquema la disolución sólo se presenta como el acto de inicio, de puesta en marcha del procedimiento liquidador, que es el destinado a prolongarse en el tiempo. En ese sentido la disolución se agota en sí misma, pues el hecho de que la sociedad quede disuelta equivale a proclamar su entrada en estado de liquidación, que entonces de forma automática e irrefrenable se pone en movimiento, ya como procedimiento (SAP de La Coruña [4] de 16/09/2022 rec. 351/2021, “la disolución no es un proceso, sino el acuerdo societario que abre el proceso liquidador”). 

			Mejor dicho, debería ponerse en marcha, aunque de momento no lo haga por falta del OL, y también cuando haya OL nombrado, por su completa falta de actividad. La ausencia de OL no aplaza el advenimiento de la liquidación, simplemente retrasa su inicio efectivo, pero la sociedad ya está disuelta, con todo lo que ello implica. La disolución es así un estado sin contenido o cometido específico, por eso la condición de sociedad “disuelta” se mantiene, aunque el OL haga caso omiso de su mandato. Simplemente define una situación, de la cual sólo se sale completando la liquidación y extinción de la sociedad, o por medio de su reactivación. Pero mientras permanezca en él, la encomienda es liquidadora, y en cuanto tal ineludible. 

			La cuestión entonces es cómo se produce la disolución, qué causas provocan la entrada en ese estado, y ahora sí que podemos hablar de un procedimiento disolutivo ya más específico, apenas conducente a su declaración, siempre en función del tipo de causa implicada. Como veremos, hay causas que operan por sí mismas, realmente se autoproclaman, mientras que todas las demás demandan un pronunciamiento expreso, bien interno de los mismos socios por la JG, bien de una instancia externa. 

			2. La singularidad de la disolución de pleno derecho: esta modalidad de disolución exhibe una curiosa paradoja. En su configuración ordinaria, básicamente la del art. 360 LSC, no es una figura de mucha aplicación práctica. Pocas son las sociedades de capital disueltas por el transcurso del término de duración, y menos aún por el alambicado mecanismo de la reducción del capital por debajo del mínimo legal como consecuencia del cumplimiento de una ley. Por eso, desde una perspectiva teórica, es normal que el análisis respete los tópicos registrales al uso, sin hacerse cuestión de ellos. 

			Ocurre, sin embargo, que en los últimos años nuestro legislador ha usado —y abusado— del mecanismo de la disolución de pleno derecho, aderezado en ocasiones con la simultánea cancelación de oficio de los asientos, como mecanismo de presión para forzar la adaptación de la sociedad a ciertas reformas legales de singular importancia. En algún momento el resultado ha sido una auténtica “masacre” de sociedades en el RM, pues nadie imaginó que tantas sociedades se mostrarían renuentes a cumplir con su deber de adaptación, o simplemente perezosas en llevar los documentos al RM. Una aplicación demasiado rigurosa de ciertas reglas habría supuesto una liquidación desordenada de esas sociedades, o que les fuera imposible volver a la normalidad, en ocasiones favoreciendo el comportamiento estratégico de algún socio. 

			Quedó claro entonces que las consecuencias no podían desplegarse de manera tan maquinal, por mucho que se contara con el apoyo expreso de determinados asientos en el RM. La realidad es mucho más compleja. A la vista de esta situación, la DGSJFP tuvo que atemperar algunos de aquellos efectos, acuñando una interesante doctrina sobre el alcance de esta forma de disolución, el significado de la liquidación, la posibilidad de reactivación o los efectos de la cancelación, doctrina que ha servido para enfrentar otro tipo de problemas, como los que ocasiona la cancelación registral de la sociedad en el concurso de acreedores. De todos modos, no se abdicaba del efecto disolvente, sólo de las consecuencias drásticas de una cancelación o cierre registral que, en paralelo, normalmente también se decretaba. 

			De esa doctrina los tribunales no han dudado en hacer uso y es frecuente que se transcriban en las sentencias largos párrafos de aquellas resoluciones de la DGSJFP. La disolución de pleno derecho ofrece así una buena oportunidad para reflexionar sobre las cuestiones registrales a las que aludí en la presentación. 

			3. Acceso automático al estado de liquidación: con carácter general la disolución marca una cesura en el devenir de la vida social, mas no su fin automático. La actividad continúa, pero en virtud del cambio de paradigma antes destacado habrá de estar orientada a partir de ese momento a la liquidación de la sociedad. En paralelo se produce el decaimiento de las facultades representativas del OA y su eventual sustitución por el OL, o la continuación de sus miembros, pero en esa nueva investidura orgánica. Este planteamiento no cambia porque la disolución tenga lugar de pleno derecho, en cualquiera de sus modalidades (art. 360 LSC). No se anticipa el resultado extintivo, que sigue supeditado a la conclusión de las labores de liquidación, pero sí que confiere carácter automático al comienzo de ese estadio (Ress. de 11/12/1996, de 19/06/2018). 

			Este automatismo se hace evidente en una lectura a contrario del art. 226 CCom, al disponer que la disolución de la compañía de comercio que proceda de cualquier otra causa que no sea la terminación del plazo por el cual se constituyó, “no surtirá efecto en perjuicio de tercero hasta que se anote en el Registro Mercantil”. Por consiguiente, ese efecto se produce en el otro caso sin necesidad de anotación, ya que el hecho detonante de la disolución, así como su fecha exacta, resultan del mismo RM, que debe reflejar la duración como mención necesaria, regla que habría de ser extensiva a cualquier otra causa de disolución de pleno derecho, siempre que sea susceptible de comprobación desde el RM, mediante la simple lectura del asiento. 

			4. El perjuicio del tercero: cuestión distinta es cómo interpretar ese “perjuicio” de tercero, pues, según como se interprete esa relevancia externa, la distinción impuesta por la norma puede ser muy escasa. A grandes rasgos podemos imaginar dos posibles consecuencias nocivas para el tercero de una disolución, no por previsible, menos repentina. Una es meramente orgánica, pues la disolución provoca el cese automático del OA y, con ello, el fin de su representación legal, con el riesgo para el tercero de haber entrado en relación con quien ya no tiene facultades para hacerlo. La otra ya es operativa, pero algo más alambicada, pues teóricamente la sociedad deja de tener por objeto el desarrollo de la actividad prevista en los estatutos, que se ha transmutado en otro por la liquidación. No obstante, ni a los terceros corresponde valorar la concomitancia del acto con el fin liquidador, ni necesariamente ha de producirse de forma tan abrupta una interrupción de aquella actividad, pues la continuación, en su caso de forma pasajera, puede ser lo más conveniente para la liquidación. 

			5. La escasa trascendencia de la nota marginal: en cualquier caso, dando por supuesto que exista realmente dicho “perjuicio”, la constatación “oficial” de la disolución de pleno derecho en el RM mediante nota al margen de la última inscripción reviste una importancia menor, siendo por su fecha fruto de la mera casualidad, pues el RM la extenderá de oficio, “cuando deba practicar algún asiento en la hoja abierta a la sociedad o se hubiera solicitado certificación, o a instancia de cualquier interesado” (art. 238.1 RRM). Como interesado será todo aquél que pueda derivar una posición de ventaja o una utilidad jurídica de la petición formulada, no sólo incluye a los socios, también, por ejemplo, a los acreedores, incluso, a un posible competidor11. Con independencia de que la disolución ya resulte del historial registral de la sociedad, la nota marginal claramente la hace más visible, además de posibilitar la publicación en el BORME, pues sólo entonces se comunica por el RM al RMC (art. 388.1.18º RRM; también, a la plataforma central europea, art. 17.5.c) CCom).

			Será desde la concurrencia del hecho determinante de la disolución de pleno derecho, y no desde la nota al margen de la última inscripción, con la consiguiente publicación en el BORME, que los terceros pierden la posibilidad de invocar en su beneficio los asientos registrales referidos a una sociedad activa, lo que supone un claro desajuste con la regla general del art. 21.1 CCom, que hace depender la oponibilidad del hecho de la publicación en el BORME, sin perjuicio de los efectos propios de la inscripción12. 

			Y así ha de ser, no sólo “en perjuicio” de los terceros, también en el ámbito interno, pues la disolución produce sus efectos al margen completamente de su constatación tabular por medio de la susodicha nota. La misma sólo formaliza algo que ya publica el RM. Cuestión distinta es si únicamente puede haber disolución de pleno derecho cuando así lo publica el RM, y aquí las cosas ya se complican. 

			6. ¿Siempre ha de ser una causa de inmediata verificación registral?: dejando de lado la apertura de la fase de liquidación en el concurso de acreedores, que responde a su propia lógica, la primera impresión sería que la especialidad de estas causas de disolución radica en su inmediatez registral, en que el mismo RM ya nos dice que la sociedad ha quedado disuelta y en qué fecha, con independencia de que el mecanismo de alerta de la nota marginal se pueda activar con cierto retraso13. Pero las cosas quizá no sean tan claras. 

			En el pasado sí lo eran, al limitarse estas causas apenas al transcurso del término de duración (arts. 152.II LSA de 1951 y 30.1º LSRL de 1953; así como art. 140.II RRM de 1956, que se conformaba para ambas formas sociales con una solicitud del OA, mediante instancia con firma legitimada). La situación se empieza a complicar a partir de la reforma de 1989, al incorporarse una nueva causa disolutiva asociada a la cifra de capital mínimo, en un primer momento para la SA (art. 260.5º TRLSA) y después para la SRL (arts. 104.1.f) y 108 LSRL de 1995), en términos dispares para ambas formas sociales, pues sólo en la SRL operaba en determinados casos como causa de disolución de pleno derecho, aunque de manera un tanto inopinada se unificó después su régimen en el art. 238 RRM de 1995, y finalmente con el adecuado rango legal en el art. 360 LSC. A esto se debe sumar la querencia de nuestro legislador por decretar la disolución de pleno derecho cuando la sociedad no cumple en plazo con ciertos mandatos imperativos. El resultado final desmerece en mucho la rotundidad y claridad que tradicionalmente se predicaban de una causa de disolución cuya operatividad parecía descansar en la singularidad de su fácil reflejo registral.

			De entrada, porque en ocasiones la activación de la causa no depende de una previa inscripción. Lo serán sus efectos “en perjuicio” de terceros, o la nota marginal que se deba extender, pero, en el caso de la reducción del capital por debajo del mínimo legal como consecuencia del cumplimiento de una ley, el plazo de un año cuenta desde la adopción del acuerdo, no desde su inscripción. Incluso, aunque se entienda que el mero acuerdo no basta, y que siempre ha de ser un acuerdo debidamente “ejecutado” (de hecho, en ocasiones será ejecución sin acuerdo, v. II/15), lo cierto es que la inscripción de la reducción no es constitutiva, y mucho menos para aquellos socios que puedan estar interesados en la liquidación, desde los presupuestos específicos de esta modalidad de disolución. Para ellos el nuevo capital es el “reducido”, con todas sus consecuencias, aunque aún no conste inscrito14. 

			En otros casos la constatación de la causa de disolución sólo por el RM o por los títulos presentados tampoco es posible, o mejor suficiente, al ser necesario valorar otras circunstancias fácticas que escapan al conocimiento del RM. Por sus propias limitaciones operativas el procedimiento registral queda ceñido a una verificación “simple” y “maquinal” de un determinado supuesto de hecho y —normalmente— al transcurso de un plazo. El ejemplo reciente más claro ha sido el de la LSP, donde es necesario tener en cuenta elementos fácticos extra-registrales para llegar a la conclusión de que la sociedad afectada es una SP obligada a adaptarse, a pesar de lo cual algunos RRMM procedieron de manera automática a extender la nota de disolución y a cancelar los asientos. Los términos de la divergencia se invierten en este caso, pues una sociedad que no es SP, ni habría de estar disuelta, aparece como tal en el RM, y por si fuera poco con sus asientos cancelados. Sobre el tema volveré después en II/III/B. A esto se suma la problemática de la remoción en plazo de la causa de disolución, pero que accede con retraso al RM, después de haberse activado aquélla, cuestión de la que me ocupo en II/8. 

			No siempre podremos hablar así de una certeza registral “a simple vista” de la disolución, sobre todo en el plano interno, donde un cambio de paradigma decisivo en el devenir de la sociedad se habrá producido, al margen de lo que puedan invocar los terceros en sus relaciones con aquélla15. 

			Pero el automatismo al margen del RM resultará problemático cuando el hecho desencadenante no sea valorado de la misma forma por todos los interesados, especialmente por los socios. En esa situación de conflicto la intervención judicial se hace ineludible, pero no a través del procedimiento del art. 366 LSC, ya se despliegue éste por la vía del contradictorio, o de la JV (v. VI/19). Necesariamente, habrá de ser un juicio ordinario donde la pretensión sea que se “declare” a la sociedad en estado de liquidación, pero desde la fecha en que concurrió aquel presupuesto, con la consiguiente retroacción de sus efectos16. Incluso, cuando esta disolución se invoque como fundamento de una pretensión distinta, como la dirigida a impugnar un acuerdo de la JG que el socio denunciante considere contrario al estado de liquidación, el juez podría declararla directamente17. 

			7. La investidura de los liquidadores y el cese de los administradores: lo anterior se produce sin que los socios tengan la oportunidad de pronunciarse sobre el nombramiento del OL, aunque un OA diligente es de suponer que convocará a los socios con ese objeto antes de que opere aquélla, para evitar así la acefalia durante el interregno. En otro caso, y por mucho que la DGSJFP rechace que el nombramiento de OL pueda dejarse en suspenso (v. VIII/1), no habrá otra que sujetarlo a plazo hasta que se produzca la disolución de pleno derecho en la fecha que corresponda, pues antes, ni el OA puede desaparecer, ni el OL ocupar aún su lugar. 

			En ausencia de esa designación asamblearia, salvo que los estatutos dispongan una investidura automática a favor de personas ya identificadas de antemano, o fácilmente identificables por sus circunstancias, la única solución inmediata es la conversión del OA en OL, la cual queda sujeta al doble condicionante de que aún queden administradores con cargo vigente en esa fecha y que la conversión orgánica no se haya excluido en los estatutos (v. VIII/34). En otro caso, la sociedad quedaría en situación de acefalia, que habrá de enfrentarse en la forma que en el capítulo VIII de esta obra se indica, aunque con la especialidad importante de que la intervención del RM/LAJ no estará condicionada a la oportuna acreditación de un acuerdo/resolución judicial que declare la disolución, sino al mero estado de liquidación, que bien podría resultar de la anterior nota marginal del RM, previamente solicitada. El problema surgirá en caso de desacuerdo sobre la concurrencia de una causa de disolución, que no siempre será de inmediata constatación registral, ya que el procedimiento de JV ceñido a ese nombramiento no es el procedente para debatir esa cuestión.

			En cualquier caso, como reflejo de todo lo anterior, y siempre que la disolución resulte del RM, se extenderá otra nota al margen de la inscripción de los administradores expresando que han cesado en su cargo, y en su caso se hará constar que quedan convertidos en liquidadores (art. 238.2 RRM). No obstante, la fecha del cese es la que corresponde a la activación de la causa de disolución, no a la publicidad registral del mismo por medio de la nota18.

			8. La remoción de la causa de disolución y su acceso al registro mercantil: siempre es posible eliminar la causa de disolución mediante un acuerdo social ajustado a la específica causa involucrada, y como en todo supuesto de remoción, el acuerdo habrá de ser anterior a la fecha de activación de la disolución. De ser posterior, ya se trataría de reactivación y esta tropieza con el obstáculo que se estudia en II/46. 

			La cuestión es cuándo debe acceder al RM dicha medida, y desde antiguo, al tratarse de una disolución que registralmente se accionaba “por sí misma”, el criterio había sido que debe entrar en el RM antes de su verificación (arts. 152.I LSA de 1951 y 141 RRM de 1956, este segundo hablando con mayor propiedad de presentación “antes”, pero práctica del asiento “dentro del plazo de vigencia del asiento de presentación”; Ress. de 06/06/1952 —se presenta 26 años después—, de 18/01/1958). El art. 360 LSC asume la misma regla, pero sólo de forma explícita respecto del transcurso del término, haciéndolo aún con más rotundidad el art. 238.3 RRM al disponer que la prórroga de la sociedad “no producirá efectos”, si el acuerdo se presentase en el RM una vez transcurrido el plazo de duración de la sociedad. A partir de aquí todo dependerá de la vigencia del asiento de presentación extendido con anterioridad y de la posible subsanación de un eventual defecto puesto de manifiesto en la calificación del RM19. De todos modos, la rotundidad de la norma reglamentaria sorprende, pues una cosa es que la disolución se produzca de forma automática, y otra que no se pueda salir de la misma acreditando un acuerdo previo de remoción. La sorpresa resulta mayor al comprobar que análogo veto no se ha previsto en el RRM para la otra causa de disolución referida al capital mínimo. 

			La DGSJFP tuvo la oportunidad de enfrentarse al tema en su Res. de 09/06/2014, ciertamente con un razonamiento algo escueto, pero interesante (también, Ress. 04/10/1965, de 19/10/1965, de 17/10/1967). Para la DGSJFP el art 238.3 RRM no impide la inscripción de la prórroga, aunque la presentación tardía “no producirá efectos”. Como quiera que esa inscripción equivale a un contra-asiento que ha de surtir sus propios efectos en sentido opuesto al anterior, la única solución pasa por entender que, frente a terceros, y sólo por el acotado período de tiempo en que la sociedad haya aparecido como disuelta en el RM, se habrán producido los efectos propios de la publicidad registral. Es decir, la inscripción retrasada no será oponible a los terceros, pero el asiento es posible, y el RM debe practicarlo (en su caso, con la consiguiente cancelación de las notas marginales extendidas, entre ellas las referidas al OL). La concreción de ese efecto de inoponibilidad corresponderá a los tribunales, por si un tercero considera que se ha generado algún derecho a su favor por haber aparecido en el RM la sociedad durante cierto tiempo como disuelta20. Pero sólo por ese tiempo y en relación con ese tercero, pues la sociedad no está condenada a la liquidación por el hecho haberse producido ese salto temporal. Que acredite cuál y ya decidirá un juez. Pero la sociedad no es que haya vuelto a la vida activa, es que nunca ha dejado de estarlo, aunque algún tercero pretenda que sí, pero en el ámbito de una reclamación concreta21. 

			No obstante, se plantean dos dudas:

			i) Respecto de los socios.

			En el caso de la resolución vista la DGSJFP jugaba con la ventaja de que el acuerdo había sido unánime, pero ninguna razón hay para sujetar la inscripción tardía de la remoción a ese condicionante, máxime teniendo en cuenta que el acuerdo de prórroga ha generado previamente el derecho de separación a favor del disidente (art. 346.1.b) LSC). Que el acuerdo fuera mayoritario no hace necesaria una “renovación” del consentimiento como en los casos de reactivación, sólo por el retraso en la presentación en el RM (o por la caducidad del asiento de presentación practicado antes), pues la activación meramente registral de la causa de disolución quizá haya sido efectiva frente a terceros, pero no entre los socios. Desde el punto de vista del conflicto interno, no se produce una alteración del resultado por el hecho de haber presentado el título tarde, ni siquiera cuando un socio “rebelde” haya instado previamente la nota marginal de cancelación. Como destacara la Res. de 17/10/1967, el acuerdo es válido “y obligado para la sociedad y accionistas”.

			ii) Respecto de los terceros. 

			Admitiendo hipotéticamente que algún efecto pueda producir la publicidad “pasajera” de un estado de disolución materialmente non nato, la duda es si entre esos efectos habría de estar la aplicación “a posteriori” de las medidas de protección de los terceros previstas para la reactivación, es decir, la cobertura patrimonial del capital nominal y, en su caso, el derecho de oposición (art. 370.1 LSC). No lo creo así, pues no se trata de reactivación, sino de remoción, aunque rezagada sólo en su acceso al RM. El efecto de inoponibilidad no puede llegar al extremo de cambiar la naturaleza del acuerdo que se inscribe, pues el RM no publicará un retorno a la vida activa de una sociedad disuelta, sino que la sociedad habría evitado “realmente” su disolución al haber acordado “a tiempo” su remoción. De todos modos, en el marco de nuestra práctica registral parece difícil que el RM no insista en la aplicación, al menos, de ese pretendido efecto favorable para el tercero, lo que obligará a otorgar una escritura complementaria donde se recoja la mera manifestación sobre la cobertura patrimonial del capital nominal (art. 242.2.1 RRM), así como las resultas del derecho de oposición, cuando proceda (difícil que concurra en el caso de una SRL, v. XI/6).

			Sobre esta base, tampoco se habría de exigir que la elevación a escritura pública del acuerdo removedor, también fuera anterior a la fecha límite, o se exigiera una acreditación indirecta de la certeza de la fecha por medio de la convocatoria de la JG o de la legitimación de las firmas en la documentación social (cfr. con la DT 7ª RRM). Entiendo que ha de bastar con la acreditación ordinaria de la fecha, aunque sea por mera declaración del certificante. En ese sentido es muy revelador que en el caso de la resolución citada el acuerdo hubiera sido en JG universal, aunque se elevó a escritura pública también pasado el plazo.

			Pero hay que prestar atención al supuesto de hecho de cada norma para ver si la inscripción retrasada de la remoción es posible y, sobre todo, eficaz en el sentido indicado. No lo era, por ejemplo, en el caso que examino en II/30 de la DT 6ª Ley 19/1989, pues la consecuencia se desataba porque las SSAA, antes de una determinada fecha, “no hubieran presentado en el Registro Mercantil la escritura o escrituras en las que consten el acuerdo de aumentar el capital social hasta el mínimo legal, la suscripción total de las acciones emitidas y el desembolso de una cuarta parte, por lo menos, del valor de cada una de sus acciones”. La presentación posterior ya era inútil a estos efectos, por mucho que desde el punto de vista societario, no siendo la inscripción del aumento constitutiva, realmente la sociedad ya había cumplido con su deber.

			9. Necesidad de distinguir entre socios y terceros: la idea de que la sociedad pueda estar activa a efectos internos, pero disuelta frente a terceros, o al revés, puede causar cierta perplejidad, pero sólo desde una comprensión algo superficial del problema. En realidad, la situación de la sociedad siempre es una y la misma, pues todo depende de que la causa de disolución realmente se haya activado, o fuera removida a tiempo. Esto es un hecho, y en la relación interna societaria no puede haber otro, tanto si se trata de causas con visibilidad registral inmediata, como si la causa consigue operar al margen del RM. A partir de ese momento el cambio de paradigma ya se ha producido en todos los sentidos, y los socios han de ser conscientes de esa nueva situación, especialmente en un escenario de conflictividad interna. Pero, a la inversa, no habrá tal escenario si la remoción se acordó en plazo, y al socio no le estará permitido desvincularse de un acuerdo tempestivo con el argumento de la publicidad registral. 

			En cambio, tratándose de terceros, la consecuencia habrá de ser su “inoponibilidad”, aunque sea una “inoponibilidad” algo extraña por su limitada eficacia en el tiempo, cuyo alcance ya valorará cada uno, y en última instancia decidirán los tribunales22. Pero, a la inversa, también podrá beneficiarse de la situación “no registrada”, por ejemplo, invocando la responsabilidad del OA por las deudas sociales en el caso de una reducción por debajo del mínimo legal no inscrita (para una prórroga, la Res. de 17/10/1967 destaca que, frente a terceros, la sociedad aparece “virtualmente” disuelta, pero podrán invocar en su beneficio lo no inscrito, sobre la base de cierta similitud con la fase fundacional y el art. 24 CCom de entonces). Lógicamente, en estos casos el problema será la falta de conocimiento del hecho determinante de la responsabilidad, pero, aparte de que siempre podría conocerlo por otra vía, cabe la posibilidad de que el acreedor también sea socio y esté sobre aviso23. 

			En gran medida, esta distinción de efectos está en la base de nuestro sistema de publicidad registral, por eso tampoco debería extrañar tanto24.

			10. ¿Y si la sociedad se mantiene activa en la práctica a pesar de la disolución?: con carácter general para todas las modalidades de disolución, que la sociedad haga caso omiso del mandato de liquidación y prosiga con su actividad tampoco es descartable, incumpliendo el OL con el mandato que tiene encomendado. Algo intuye el legislador cuando admite y regula la reactivación, eso sí, debiendo dar al disidente el derecho a separarse de la sociedad. A pesar del cambio de paradigma, la posibilidad de intervención externa en caso de duración excesiva siempre se sujeta a la petición de “cualquier socio o persona con interés legítimo” (art. 389.1 LSC), y en ausencia de esa petición la sociedad puede continuar indefinidamente en un estado de aparente liquidación. Este riesgo de pasividad es mayor cuando la disolución opera de pleno derecho, sobre todo de manera masiva, y quizá inadvertida para la misma sociedad, por falta de adaptación a una reforma legal. 

			Pero el escenario es muy distinto según resulte o no dicha disolución del RM en los términos antes expuestos. En caso afirmativo, la actividad de la sociedad se verá fuertemente condicionada, sobre todo porque sus representantes aparecerán en el RM como automáticamente cesados. Pero en el supuesto inverso la sociedad seguirá luciendo como activa en el RM y con su OA inscrito, por eso el desenlace dependerá de la cohesión interna entre los socios y de la posibilidad de que un tercero tenga conocimiento de lo sucedido. Un caso especial se da en aquellos casos que operan directamente con
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